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La política democrática
en América Latina:

contribuciones de una
perspectiva institucional

..........
G E R A R D O  L .  M U N C K *

La política en América Latina recientemente sufrió una transformación fun-
damental. Durante varias décadas anteriores a la de 1990, la mayoría de gober-
nantes electos no podían descontar la posibilidad de que hubiera golpes mili-
tares, y la mayoría de los gobernantes autoritarios no podían ignorar la
existencia de movimientos antiautoritarismo. En contraste, actualmente se lle-
van a cabo elecciones de manera regular, los ganadores ocupan sus puestos y
toman decisiones legalmente vinculantes, y los perdedores y los nuevos parti-
cipantes se preparan para la siguiente elección.

Esta caracterización de los países latinoamericanos como democracias
efectivas conlleva múltiples implicaciones. Para empezar, significa que el estu-
dio de la política de América Latina debe reconocer la centralidad del proceso
mediante el cual los gobernantes son electos y toman decisiones a través de
instituciones democráticas. Después de todo, entre otras cosas, la política con-
siste en la toma de decisiones legalmente válidas, y el poder para tomar deci-
siones le pertenece a autoridades democráticamente electas que gobiernan de
acuerdo con las reglas de las instituciones democráticas.
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El reconocimiento del papel de los actores democráticos y de las institucio-
nes democráticas es una idea clave del trabajo de los institucionalistas, defini-
dos aquí como los analistas que emplean una teoría de las instituciones que
sostiene que los actores toman decisiones en respuesta a incentivos institucio-
nales y hacen énfasis en el impacto causal de las instituciones. Por tanto, la li-
teratura institucionalista es una fuente importante de conocimiento sobre la
política actual de América Latina que debe ser incorporada al pensamiento tra-
dicional, más sociológico, de las ciencias sociales en América Latina.

Este artículo examina, en primer lugar, las contribuciones potenciales de una
perspectiva institucionalista a través de una consideración del debate acerca
del impacto de la relación entre el ejecutivo y el legislativo sobre el problema de
la indecisión, es decir, sobre el “bloqueo” o parálisis gubernamental (gridlock).
En la actualidad, éste es probablemente el debate más desarrollado en la lite-
ratura institucional y expone algunas de las virtudes de la investigación sobre
instituciones. Este debate muestra que los institucionalistas han tomado pres-
tados los modelos y las teorías de la abundante literatura sobre las democra-
cias de Estados Unidos y Europa Occidental pero que, al mismo tiempo, han
cuestionado algunos de los supuestos centrales de esta literatura. En efecto, los
institucionalistas han utilizado la experiencia de América Latina para cuestionar
argumentos relacionados con las democracias presidenciales y, de esta manera,
han puesto énfasis en la necesidad de generar nuevas teorías. Además, este de-
bate demuestra que los institucionalistas han contribuido al conocimiento de
una manera sofisticada y progresista, entrelazando la construcción sistemática
de la teoría y el análisis de datos y ofreciendo nuevos hallazgos y preguntas. En
resumen, ese debate ilustra algunas de las contribuciones y las ventajas de la
perspectiva institucionalista en un terreno que es propicio a un análisis insti-
tucional: el estudio de las relaciones entre los poderes ejecutivo y legislativo.

Asimismo, este artículo considera una cuestión más amplia y complicada: la
calidad de la democracia. Ésta es una cuestión que seguramente ocupará un lu-
gar cada vez más importante en el estudio de la política contemporánea de
América Latina. A la vez, muchas de las contribuciones al estudio de la calidad
de la democracia han sido hechas por autores que no se consideran institucio-
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nalistas y que, de hecho, han prestado poca atención a las instituciones. Sin
embargo, como sugiero, la literatura institucionalista ofrece ideas que ayudan
a dar precisión a una agenda de investigación aún vagamente definida. Entre
ellas, resalto la idea de estudiar la política democrática en términos de las múl-
tiples relaciones agente-principal que se establecen entre los ciudadanos, los
gobernantes electos y la burocracia del Estado. Por cierto, este esquema de re-
laciones agente-principal no resuelve algunas cuestiones metodológicas que
deben ser resueltas si es que ha de avanzar el estudio de la calidad de la demo-
cracia. Pero sí resalta la utilidad de una perspectiva institucionalista y demues-
tra que esta perspectiva debería de tenerse más en cuenta en los estudios de la
democracia, ampliamente concebida, en América Latina.

LAS CAUSAS INSTITUCIONALES DEL “BLOQUEO” GUBERNAMENTAL

Las teorías institucionalistas sobre las democracias en América Latina se enfo-
caron, inicialmente, en dos aspectos compartidos de estas democracias: a) eje-
cutivos nacionales electos por voto popular y b) por un periodo fijo.1 Estos as-
pectos, que distinguen a las democracias de América Latina de las democracias
parlamentarias, fueron utilizados para definirlas como democracias presiden-
ciales.2 Y fueron identificadas, en el trabajo de Linz (1990; 1994, pp. 5-10; Linz
y Stepan, 1996, p. 181), como una fuente de múltiples problemas, que inclu-
yen una tendencia al “bloqueo” gubernamental o un impasse en la relación en-
tre el poder ejecutivo y el legislativo.3 Este argumento marcó de manera signi-

VOL. XI  .  NÚM. 2 .  I I  SEMESTRE DE 2004 POLÍTICA y gobierno 317

n o t a s  d e  i n v e s t i g a c i ó n

1 Actualmente, la única excepción parcial a esta afirmación es Bolivia, donde la enmienda a la constitu-
ción de 1994 exige que el congreso elija al presidente de entre los dos candidatos que reciban el porcentaje
más alto del voto popular.

2 Estos dos aspectos son usados por Lijphart (1984, pp. 68-71) para construir una tipología de democra-
cias que se centra en las relaciones entre el ejecutivo y el legislativo. Véase también Shugart y Mainwaring
(1997, pp. 14-18).

3 Para evitar confusión, se deben subrayar dos puntos. Primero, aunque la discusión actual se centra en
el tema del “bloqueo” gubernamental, el trabajo sobre presidencialismo y parlamentarismo de Linz, comen-
zando con la primera referencia que hace al tema (Linz, 1978, pp. 71-74), siempre se ha ocupado de la cues-
tión más amplia de la estabilidad democrática. En segundo lugar, aunque algunos autores aparentemente
usan los términos “indecisión” y “gobernabilidad” de modo intercambiable (Cox y McCubbins, 2001, p. 46),
es importante notar que el concepto “indecisión” (es decir, el “bloqueo” gubernamental) está vinculado a la



ficativa los términos del debate, y su valor seminal debe reconocerse. Sin embar-
go, la literatura ha evolucionado considerablemente desde este punto de parti-
da; introdujo primero varios conceptos que le añadieron matices al concepto
de democracia presidencial, después lo modificó y, por último, rechazó la aso-
ciación propuesta por Linz.

VARIEDADES DE PRESIDENCIALISMO

El primer cambio en la literatura consistió en mirar más allá del hecho de que
los ejecutivos nacionales de América Latina se eligen mediante el voto popular
y por un término fijo, esto es, los dos aspectos distintivos de las democracias
presidenciales. Una de las líneas de investigación se centró en los poderes cons-
titucionales de los presidentes y los efectos que dichos poderes tienen sobre las
relaciones entre el ejecutivo y el legislativo. Este trabajo distinguió los poderes
no legislativos, que se refieren a la formación y destitución del gabinete y la di-
solución de la asamblea legislativa, de los poderes legislativos, que incluyen los
poderes de veto, de decreto y de iniciativa exclusiva de legislación.4 Esta lite-
ratura también introdujo la útil distinción entre poderes legislativos reactivos,
que ayudan al presidente a mantener el statu quo, y poderes legislativos proac-
tivos, que ayudan al presidente a cambiar el statu quo (Shugart y Mainwaring,
1997, p. 41).

Otra línea de la literatura se dedicó a estudiar las relaciones entre el ejecu-
tivo y el legislativo, principalmente en términos del sistema de partidos. Esta
investigación trata al sistema de partidos de diferentes maneras, pero sigue en
gran parte la obra clásica de Sartori, Partidos y sistemas de partidos (1976),
al poner énfasis en dos dimensiones clave: el número de partidos y el grado de
polarización ideológica entre partidos.5 También se ha puesto mayor atención a
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habilidad de cambiar el statu quo, sin importar lo que éste sea. Por tanto, el término “indecisión” es más
preciso, pero también tiene menos contenido que el muy utilizado concepto de la gobernabilidad democrá-
tica.

4 Shugart y Carey (1992, caps. 6-8); Shugart y Mainwaring (1997, pp. 40-52); Carey y Shugart (1998);
Payne et al. (2003, cap. 8).

5 Mainwaring y Scully (1995); Coppedge (1998, 2001, 2003); Mainwaring (1999); Alcántara y Freiden-
berg (2001).



la cuestión de la disciplina dentro de los partidos y la capacidad de sus dirigen-
tes para conseguir que los legisladores de un partido voten de manera unifica-
da.6 En gran medida, la preocupación central de esta literatura puede resumirse
en términos del afán por entender los “poderes presidenciales partidarios”, enten-
didos concretamente como el número de legisladores en los que puede confiar
un presidente para aprobar legislación (Mainwaring y Shugart, 1997b, pp. 500-
501, 429-430; Coppedge, 2003, pp. 7-10).

Esta investigación tuvo consecuencias importantes para la manera como se
describían las democracias presidenciales. Socavó el contraste común entre de-
mocracias presidenciales y parlamentarias basadas en la comparación entre Es-
tados Unidos, que tiene un presidente débil, y Gran Bretaña, que tiene un pri-
mer ministro poderoso. En efecto, los datos claramente mostraban que los
presidentes democráticos no se enfrentan necesariamente a un congreso fuerte.
Por el contrario, se demostró que los presidentes de América Latina varían con-
siderablemente en términos de sus poderes constitucionales y que, en promedio,
cuentan con poderes legislativos considerablemente mayores a los del presiden-
te de Estados Unidos (Shugart y Carey, 1992, p. 155; Payne et al., 2003, p. 216).

Adicionalmente, se revelaron algunos patrones interesantes cuando se con-
sideraron datos sobre los poderes legislativos presidenciales al lado de datos so-
bre los poderes partidarios presidenciales (véase la figura 1). Este análisis no
sólo resaltó la singularidad del modelo estadounidense de democracia presi-
dencial con un presidente relativamente débil y un sistema de dos partidos,
también reveló un hallazgo intrigante: una relación positiva entre los poderes
constitucionales presidenciales, por un lado, y la fragmentación partidaria en
la legislatura, por el otro, y entre las coaliciones electorales de los presidentes
(Mainwaring y Shugart, 1997b, pp. 429-434, 400-403) y varias reglas electora-
les que afectan el grado de separación de propósito —debido a diferencias en las
preferencias— entre el ejecutivo y el legislativo (Shugart, 1998; Cox y McCub-
bins, 2001; Shugart y Haggard, 2001; Samuels y Shugart, 2003).7 En resumen,
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6 Shugart y Carey (1992, pp. 175-176, 1995); Mainwaring y Shugart (1997b, pp. 421-429), Carey (2002,
2003); Morgenstern (2003).

7 Esto representa un hallazgo sólido (Shugart y Haggard, 2001, p. 99), es decir, que ha sido confirmado con
varias medidas.
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al considerar más que los aspectos distintivos de las democracias presidenciales
—el proceso de elección y la duración del mandato del jefe de la rama ejecutiva
del gobierno— y al tener en cuenta los poderes y las preferencias de los tomado-
res de decisiones, esta literatura reemplazó la óptica que veía las democracias
presidenciales como un tipo de democracia homogénea por una que resalta las
diferencias significativas dentro del conjunto de democracias presidenciales.

REPLANTEAMIENTO DE LA HIPÓTESIS DE LINZ

SOBRE EL “BLOQUEO” GUBERNAMENTAL

La investigación sobre variedades de presidencialismo también contribuyó a
teorizaciones nuevas acerca del impacto de las relaciones entre el ejecutivo y
el legislativo sobre el problema del “bloqueo” o parálisis gubernamental. Los
argumentos de Linz se analizaron minuciosamente y se señalaron desacuerdos
específicos (Shugart y Carey, 1992, cap. 3; Mainwaring y Shugart, 1997c; Shu-
gart y Mainwaring, 1997, pp. 29-40). Pero esta línea de investigación no dio como
resultado un rechazo completo de la preocupación de Linz acerca del impacto
negativo del presidencialismo. Más bien, los académicos que contribuyeron al
conocimiento de las variedades del presidencialismo propusieron sólo una re-
visión parcial de la crítica al presidencialismo de Linz.

La línea de continuidad más clara con Linz hizo énfasis en la dispersión de
preferencias de los tomadores de decisiones. Los argumentos específicos varia-
ron. Un argumento que se propuso insistía en que el “bloqueo” gubernamental es
probable cuando los poderes partidarios del presidente son bajos; específica-
mente subrayaba el carácter conflictivo de la combinación de presidencialismo
con sistemas multipartidistas fragmentados.8 Otro argumento era que el “bloqueo”
gubernamental (o lo que varios autores llamaban el problema de la indecisión) es
probable cuando existe una separación de propósito extrema, algo determinado
no sólo por las preferencias de los partidos sino también por incentivos institu-
cionales, especialmente del sistema electoral (Cox y McCubbins, 2001; Shugart
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8 Mainwaring (1993, 1999, pp. 285-286, 288-289); Jones (1996); Mainwaring y Shugart (1997b, p. 396);
Shugart y Mainwaring (1997, p. 31).



y Haggard, 2001, pp. 95-97). Se consideraba que estas asociaciones, exploradas
empíricamente por algunos autores (Mainwaring, 1993, 1999; Ames, 2001),
compartían un fundamento teórico común. De hecho, se propuso una base teó-
rica para estas asociaciones en términos de la teoría de Tsebelis (1995, 2002)
sobre jugadores con capacidad de veto (veto players). El argumento fundamen-
tal, bien capturado en el resumen de Cox y McCubbins (2001, p. 27, se elimi-
naron las itálicas en el original), era que “a medida que aumenta el número
efectivo de vetos, el gobierno se vuelve […] menos decisivo”.

Por tanto, esta investigación sobre las variedades de presidencialismo acabó
apoyando la idea genérica de Linz sobre la naturaleza conflictiva de las demo-
cracias presidenciales, pero también introdujo dos enmiendas importantes. Por
un lado, el contraste amplio entre democracias presidenciales y parlamentarias
fue menos central y el problema con las democracias presidenciales ya no se
vinculó al presidencialismo en sí, es decir, al proceso distintivo de la elección y
la duración del mandato del jefe del ejecutivo (Shugart y Haggard, 2001, p. 96).
Como argumentan Haggard et al. (2001, p. 321): “muchas de las deficiencias
atribuibles al presidencialismo se deben, de hecho, a las peculiaridades del sis-
tema de partidos y, a su vez, a la manera como son afectados los partidos por
las reglas electorales”. Por otro lado, esta investigación subrayó que el proble-
ma con las democracias presidenciales se vincula con ciertos valores de las va-
riables que se acentúan —por ejemplo, la fragmentación partidaria extrema—
y, por tanto, se limita a un subconjunto de democracias presidenciales.

Sin embargo, ha comenzado a emerger una perspectiva algo distinta sobre
el tema a medida que se ha considerado la dispersión de las preferencias de los
tomadores de decisiones como un factor que influye en la capacidad de toma
de decisión de los gobiernos no de manera aislada, sino mediante su interac-
ción con otros factores. A este respecto, el análisis informal, basado en la teo-
ría de juegos de Cox y Morgenstern (2002), que conceptualiza la relación en-
tre los presidentes y las legislaturas como un juego de veto bilateral asimétrico,
es particularmente instructivo.9 Ciertamente, la introducción de una perspec-
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9 La ruptura con la perspectiva linziana comienza con la investigación pionera de Figueiredo y Limon-
gi (2000a, originalmente publicado en 1995 en portugués) sobre el impacto de las relaciones entre el ejecu-



tiva estratégica propone el debate de dos maneras críticas. En primer lugar, ex-
pone las limitaciones de la perspectiva convencional, que sostiene que un au-
mento en el número de jugadores incrementa la probabilidad de una parálisis
gubernamental. Como lo muestra la tipología de presidentes y asambleas de
Cox y Morgenstern, los presidentes pueden promulgar políticas utilizando di-
ferentes estrategias según el tipo de legislatura a la que se enfrentan (Cox y
Morgenstern, 2002, pp. 453-455). En segundo lugar, una perspectiva estratégi-
ca resalta la desventaja de tratar la variable clave de apoyo legislativo a las ini-
ciativas presidenciales como una variable exógena. Aunque Cox y Morgenstern
siguen la práctica normal de considerar el número de bancas de legisladores
que apoyan al presidente ya sea como un factor endógeno o como uno exógeno
a su modelo, sí destacan lo que ellos llaman los poderes integrativos presiden-
ciales, tal como el nombramiento de ministros, que un presidente puede usar
para involucrarse directamente en el proceso legislativo. Por consiguiente,
ofrecen por lo menos algunas pistas para ir más allá de la perspectiva común,
endogeneizando el apoyo legislativo a las iniciativas presidenciales (Cox y Mor-
genstern, 2002, pp. 452, 458-462).

Éstos son puntos fundamentales y representan una divergencia importante
en el debate iniciado por Linz. Sin embargo, la investigación de Cheibub, Pr-
zeworski y Saiegh es la que introduce la perspectiva alterna más significativa
en este debate hasta la fecha (Cheibub, 2002; Cheibub et al., 2002, 2004;
Saiegh, 2002). Estos autores combinan la teoría formal con una fuerte dosis de
análisis sistemático de datos nuevos sobre democracias presidenciales y parla-
mentarias, a fin de establecer algunos hechos básicos respecto a la formación
y el éxito legislativo de los gobiernos de mayoría y minoría. Más claramente
que otros trabajos, estos autores cuestionan el supuesto vínculo entre presi-
dencialismo y “bloqueo” gubernamental, tal como se formula en la versión ori-
ginal de Linz y también en la versión modificada.

En lo que respecta a la formación de gobiernos, estos autores encuentran
que los gobiernos de mayoría son menos raros de lo que se pudiera esperar a
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tivo y el legislativo sobre el desempeño legislativo en Brasil, y el trabajo de Deheza (1997), Amorim Neto
(1998) y Altman (2000, 2001) sobre coaliciones.



la vista de los datos sobre fragmentación partidaria.10 De 218 situaciones (que
se definen por la distribución constante de bancas legislativas), en casi todas
las democracias presidenciales durante el periodo 1956-1999, el partido del
presidente tenía la mayoría de bancas legislativas en 98 instancias, mientras
que sólo en 23 el presidente enfrentaba una oposición mayoritaria. Además, la
ocurrencia de gobiernos divididos era mayor en el contexto del sistema de dos
partidos en Estados Unidos (12 veces) que en toda América Latina (5 veces).
Asimismo, en las 97 situaciones restantes (que, por cambios en el gobierno o
en coaliciones de gobierno o de portafolios en el contexto de una distribución
constante de bancas legislativas, sumaron seis situaciones adicionales), el pre-
sidente encabezó una coalición de mayoría en 31 de un total de 103 instancias,
una coalición de minoría en 23 de 104 instancias, y una coalición de minoría
de un solo partido en las restantes 49 (de 103) instancias. Finalmente, cuando
Cheibub et al. (2002, 2004) comparan casi todas las democracias presidencia-
les con democracias parlamentarias durante el periodo que va de 1946 a 1999,
encuentran que los presidentes encabezaron gobiernos de mayoría en 59% de
todos los casos, mientras que la cifra correspondiente para primeros ministros
fue de 78%, y que el efecto de una mayor fragmentación partidaria sobre la po-
sibilidad de presidentes de minoría es indeterminado. Vale la pena insistir en
que estos hallazgos son consistentes y están reforzados por el modelo formal
de la formación de coaliciones bajo el presidencialismo que proponen los au-
tores (Cheibub et al., 2004).

A su vez, con respecto al éxito legislativo de los gobiernos, estos autores
cuestionan la supuesta eficacia de los gobiernos de mayoría, un supuesto bási-
co de las lecturas pesimistas de las democracias presidenciales. Al analizar los
datos de 35 democracias durante el periodo 1946-2000 (Saiegh, 2002), mues-
tran que, aunque los presidentes que encabezan gobiernos de mayoría de un
solo partido cuentan con la tasa de éxito legislativo más alta (72%), los presi-
dentes que encabezan gobiernos de minoría de un partido tienen un nivel de
éxito legislativo sólo un poco más bajo (61%), pero de todas maneras se desem-
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peñan mejor que los presidentes que encabezan gobiernos de coaliciones mino-
ritarias (53%) o, inclusive, que los gobiernos de coaliciones mayoritarias (51%).
La capacidad de los gobiernos de minoría para formar coaliciones legislativas
mayoritarias, bien establecida en el contexto de las democracias parlamentarias
(Strom, 1990), no parece ser totalmente ajena a las democracias presidencia-
les. Asimismo, la tasa de éxito legislativo de todas las democracias presidenciales
es de 62%, en comparación con 80% de todas las democracias parlamentarias
(Cheibub et al., 2004). Aun en Brasil, uno de los “casos más probables” de pa-
rálisis legislativa según muchas teorías, los datos muestran altas tasas de éxito
legislativo (Cheibub y Limongi, 2002, pp. 172-174, Figueiredo y Limongi, 2002b).
En resumen, la preocupación respecto al “bloqueo” gubernamental en las de-
mocracias presidenciales no parece estar validada por los datos.

NUEVOS HALLAZGOS Y PREGUNTAS

El debate acerca del impacto de las relaciones entre el ejecutivo y el legislativo
sobre la parálisis gubernamental ciertamente no está cerrado (Samuels y Ea-
ton, 2002). Sin embargo, es posible identificar algunos hallazgos valiosos que
han surgido de esta literatura. Algunos de estos hallazgos contradicen ideas
ampliamente aceptadas no hace mucho tiempo y alteran la descripción de las
democracias con base en el modelo americano y el contraste entre democra-
cias presidenciales y parlamentarias fuertemente influido por las diferencias
entre Estados Unidos y el Reino Unido. Resulta que Estados Unidos es un caso
extremo, caracterizado por un presidente débil (Shugart y Carey, 1992). Ade-
más, un conjunto de otros supuestos, que son centrales a la investigación sobre
Estados Unidos y que se utilizan (más o menos inconscientemente) como
constantes en el análisis de las instituciones, no tienen validez en América La-
tina (Morgenstern, 2002a, pp. 15-18; 2002b). Además, la transformación de
estas constantes en variables hace surgir nuevas preguntas, por ejemplo, acerca
del uso de los nombramientos del gabinete como instrumento para construir
coaliciones legislativas (Amorim Neto, 1998; Cox y Morgenstern, 2002, pp.
458-459, 464; Cheibub et al., 2004). Asimismo, algunos rasgos generalmente
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vistos como típicos de las democracias parlamentarias, como la convocación
de elecciones en el caso de la disolución de un gobierno —un factor conside-
rado como determinante clave de la disciplina partidaria en sistemas parla-
mentarios—, resultan ser atípicos, después de todo (Cheibub y Limongi, 2002,
p. 160).

Otros hallazgos describen un nuevo panorama de las democracias presiden-
ciales de América Latina. Es notable que los sistemas presidenciales latinoameri-
canos, aunque muestran gran variación, ocupan una posición intermedia entre
los sistemas presidenciales puros y los sistemas parlamentarios puros, y cuen-
tan con presidentes proactivos y legislaturas reactivas que no son tan pasivas
como algunos han temido (Cox y Morgenstern, 2002). Asimismo, a los presi-
dentes de América Latina ni les falta apoyo en la legislatura ni confrontan ru-
tinariamente el problema del “bloqueo” gubernamental. Ciertamente, los pre-
sidentes rara vez se enfrentan a la oposición de la mayoría en la legislatura y
con frecuencia pertenecen al partido que tiene una mayoría en la legislatura o
encabezan una coalición mayoritaria. Pero aun los presidentes que encabezan
gobiernos de minoría no se encuentran especialmente dispuestos a usar su po-
der de decreto. Finalmente, las democracias presidenciales tienen apenas un
poco menos de éxito legislativo que las democracias parlamentarias (Cheibub
y Limongi, 2002, p. 171; Cheibub et al., 2004). Por tanto, la diferencia entre
las democracias presidenciales y las parlamentarias, entendidas en torno al he-
cho de que en las democracias presidenciales tanto el jefe del ejecutivo como
los miembros de la legislatura son directamente electos por los ciudadanos y
tienen un mandato de duración fijo, aparentemente no determina la habilidad
del gobierno para legislar (Shugart y Haggard, 2001, p. 96, Cheibub y Limongi
2002; Cheibub et al., 2004).11

Más allá de estos hallazgos, varios estudios recientes proponen esta línea de
investigación enfocándose ya sea en nuevas interrogantes que han salido a la
luz en el curso del debate o en nuevas instituciones que no fueron considera-
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la estabilidad democrática o el contenido de las políticas, que muchas veces se consideran como efectos de
los mismos factores causales.



das. La investigación acerca de las nuevas interrogantes tiene en cuenta, entre
otras cosas, algunos aspectos del comportamiento de los partidos en la legislatu-
ra que son vistos como clave para comprender las relaciones entre el ejecutivo
y el legislativo. Más específicamente, se le está otorgando mayor atención al reto
de desenredar la manera en que los poderes presidenciales y varias reglas ins-
titucionales —desde las reglas electorales y de los partidos hasta los reglamen-
tos que gobiernan la toma de decisiones en la legislatura y la estructura de los
comités en la legislatura— afectan la unidad de los partidos, la formación de coa-
liciones y la aprobación de legislación.12 Entre tanto, los trabajos que intentan
ampliar la discusión sobre el impacto de actores gubernamentales y reglas ins-
titucionales sobre políticas públicas más allá de las relaciones del ejecutivo con el
legislativo se están enfocando en los gobernadores de los estados y el federalis-
mo (Samuels, 2003), así como en los jueces y el poder judicial (Helmke, 2002).

En resumen, como lo muestra este debate sobre los determinantes institu-
cionales del “bloqueo” o parálisis gubernamental, la investigación institucional ha
tenido importantes resultados. Ha generado algunos hallazgos significativos que
ofrecen una base sólida para describir el proceso de la elaboración de políticas
públicas. Ha formulado nuevas preguntas, suscitadas por problemas que surgie-
ron en el curso de la investigación, y se ha enfocado en nuevas instituciones,
incluidas en el análisis, a fin de abarcar el conjunto completo de actores guber-
namentales relevantes. Asimismo, esta investigación ha sido acumulativa en el
sentido de que se basa en un conjunto de supuestos teóricos compartidos, es
decir, los supuestos que son característicos de una perspectiva institucional.
Por tanto, es importante reconocer las contribuciones hechas por esta línea de
investigación y reconocer el valor de los esfuerzos de los institucionalistas para
que avance nuestro conocimiento de la política democrática en América Latina.

VOL. XI  .  NÚM. 2 .  I I  SEMESTRE DE 2004 POLÍTICA y gobierno 327

n o t a s  d e  i n v e s t i g a c i ó n

12 Deheza (1997); Amorim Neto (1998); Amorim Neto y Santos (2001); Altman (2001, 2002); Chasquet-
ti (2001); Carey (2002, 2003), Figueiredo y Limongi (2002b); Morgenstern y Nacif (2002); Colomer y Ne-
gretto (2003); Morgenstern (2003); Negretto (2003).



LA CALIDAD DE LA DEMOCRACIA

Otra área en la que el análisis institucional ha hecho aportes importantes, no
siempre reconocidos, tiene que ver con la cuestión de la calidad de la demo-
cracia, la gran pregunta que enfrentan los estudiosos de la política contempo-
ránea en América Latina. La literatura sobre la calidad de la democracia ha si-
do impulsada por autores que no adoptan una perspectiva institucional y los
aportes de estos autores deben reconocerse.13 Sin embargo, la literatura insti-
tucional también ofrece ideas que deberían incorporarse al debate acerca de la
calidad de la democracia.

La literatura sobre la calidad de la democracia todavía no ha producido una
declaración claramente conceptualizada del problema de investigación, sin
mencionar los datos que permitirían un análisis empírico de tal problema. Por
consiguiente, la discusión que se presenta a continuación es algo abierta y
tentativa. Toma en consideración el proceso político en términos amplios
y procede con cautela deliberada, evitando la tentación de cerrar de manera
prematura posibles caminos para la investigación. A su vez, utilizando como
principio organizador dos relaciones distintivas —la relación entre ciudadanos
y gobernantes electos, y la relación entre gobernantes electos y la burocracia
del Estado—, muestra que existen conexiones importantes entre múltiples for-
mulaciones potenciales de la cuestión de la calidad de la democracia. Además,
identifica algunos asuntos espinosos, tales como la relación entre las prefe-
rencias de los políticos y la capacidad del Estado, así como algunos temas apa-
rentemente no relevantes, como el nivel democrático del régimen político, los
cuales merecen mayor atención.

LOS CIUDADANOS Y LOS GOBERNANTES ELECTOS

La relación entre ciudadanos y gobernantes electos ha sido una preocupación
central en la investigación de los institucionalistas sobre representación y ren-
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14 El debate sobre políticas considerado en la primera mitad de este artículo se enfoca en los actores gu-
bernamentales y se enmarca explícitamente en términos de un statu quo sin contenido, que no dice nada
acerca del vínculo entre las políticas y los intereses de los ciudadanos. Pero en sus investigaciones sobre la
representación y la rendición de cuentas, los institucionalistas introducen a los ciudadanos y sus intereses
en el análisis.

15 Carey y Shugart (1995); Mainwaring (1999, cap. 6); Ames (2001); Cox y McCubbins (2001, p. 49);
Haggard y McCubbins (2001); Shugart y Haggard (2001, pp. 85-88).

dición de cuentas (accountability).14 Una línea de investigación se enfoca en el
impacto de las instituciones sobre la naturaleza universal versus particularis-
ta de las políticas públicas (Cox y McCubbins, 2001, pp. 47-52). Esta investi-
gación elabora y encuentra apoyo empírico para la hipótesis de que, mientras
más elecciones se centren en candidatos y no en partidos, menos probable será
que las políticas públicas sean universales.15 De manera relacionada, el traba-
jo de economistas como Persson y Tabellini (2000, 2003), que utilizan teorías
formales y métodos empíricos sofisticados, ha generado resultados interesantes
en cuanto al vínculo entre instituciones y, entre otras cosas, la naturaleza de
las políticas públicas. Estos autores muestran que las reglas electorales propor-
cionales son más conducentes que las reglas mayoritarias a políticas públicas
universales, medidas en términos de la inversión en la seguridad social y el bie-
nestar; y que el impacto de los sistemas parlamentarios, en contraste con los
sistemas presidencialistas, es similarmente positivo pero no muy sólido (Persson
y Tabellini, 2003, cap. 2, pp. 50, 142-148; véase también Shugart, 1999). Por
tanto, los institucionalistas muestran cómo ciertas instituciones se vinculan
con políticas que son consideradas como más o menos representativas de los
intereses de los ciudadanos (véase también Colomer y Negretto, 2003).

Esta literatura plantea otro argumento, menos optimista, sobre la rendición de
cuentas (accountability). Una aproximación de este tema subraya que el diseño
de las reglas electorales, en particular, genera un “trade-off” entre representa-
ción, entendida como la adopción de políticas públicas que reflejan los intereses
de los votantes en general, y la rendición de cuentas, que se entiende como la
posibilidad de que los votantes puedan identificar y castigar a los gobernantes
responsables por las decisiones políticas (Shugart y Carey, 1992; Powell, 2000;
Persson y Tabellini, 2003, pp. 18, 217). Otra perspectiva conceptualiza el asunto
de la rendición de cuentas como una relación principal-agente, define al elec-



torado como el principal y a los gobernantes electos como los agentes, y pre-
senta una visión aún más negativa. Al acentuar las ventajas en términos de la
información que tienen los gobernantes electos en comparación con los votantes,
este análisis destaca las limitaciones inherentes del voto como un medio para
controlar y responsabilizar a los gobernantes electos (Przeworski et al., 1999,
caps. 1, 4; véase también Stokes, 2001). En otras palabras, esta literatura ofre-
ce una óptica de la rendición de cuentas que depende de factores inherentes
al funcionamiento normal de las democracias y que no son atribuibles a sus fa-
llas. En el proceso, esta literatura identifica un problema que le proporciona un
contenido claro al concepto muy usado, pero mal definido, de la calidad de la
democracia.

Resulta interesante que la identificación de soluciones al problema de la
rendición de cuentas esté surgiendo gradualmente a través de contribuciones de
académicos que trabajan en diferentes tradiciones teóricas. Una línea impor-
tante de pensamiento se centra en el sistema de pesos y contrapesos (checks
and balances) (Persson et al., 1997, 2000; Przeworski et al., 1999, parte II), en
algunos casos, conceptualizando explícitamente la relación entre gobernantes
electos como una segunda relación principal-agente dentro de una cadena de
relaciones principal-agente (Cox y McCubbins, 2001, pp. 21-22; Shugart et al.,
2003). Esta investigación muestra que un sistema de pesos y contrapesos tiene
un impacto directo sobre la rendición de cuentas, al permitir que los diferen-
tes poderes del gobierno puedan monitorearse y sancionarse el uno al otro. Pero
también identifica un efecto indirecto —mediante una conexión hacia atrás
(backward linkage)— por el cual la separación de poderes del gobierno podría
incrementar el flujo público de la información y, así, ayudar a corregir la falta
de información que reduce la posibilidad de que los votantes puedan controlar
a los gobernantes electos.

Otra línea de pensamiento converge con la anterior, pero da un paso adicio-
nal. Esta investigación paralela también se enfoca en la posibilidad del control de
los políticos por medio de varias instituciones que O’Donnell (1999a) llama
de rendición de cuentas horizontal (horizontal accountability), en contraste
con la forma “vertical” estándar de ejercer control sobre los políticos en el pro-
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ceso electoral (Schedler et al., 1999; Mainwaring y Welna, 2003). Sin embargo,
aunque hace énfasis en las ganancias potenciales asociadas con las institucio-
nes de rendición de cuentas horizontal, llama la atención a las limitaciones de
estas instituciones e intenta introducir a la ciudadanía de manera más inclu-
yente en el debate. Esta literatura ve la función de los pesos y los contrapesos
como algo que gira en torno a un diseño institucional que intenta proporcionar
un grado apropiado de independencia y control mutuo a distintas ramas del go-
bierno. Pero también subraya que un requerimiento clave para el ejercicio de
la rendición de cuentas horizontal es la contraposición de voluntades políticas y,
por tanto, la exclusión de la posibilidad de colusión entre poderes que supues-
tamente se controlan mutuamente (Przeworski, 1999, p. 44; Przeworski et al.,
1999, p. 19). Asimismo, considera varias formas en las que la ciudadanía puede
ejercer el control sobre los políticos entre elecciones; pues, en esta literatura,
la posibilidad de superar las limitaciones de la rendición de cuentas electoral
se considera dependiente, en parte, de las instituciones de rendición de cuentas
horizontal, pero también, en parte, del ejercicio de la rendición de cuentas “so-
cietal” (social accountability), un concepto que incluye muchos tipos de acti-
vidades y, por tanto, expande ampliamente el alcance del análisis (Smulovitz y
Peruzzotti, 2000). Ciertamente, la rendición de cuentas societal es vista gene-
ralmente como algo que incluye el monitoreo continuo y la sanción ocasional
de los políticos por parte de los ciudadanos mediante una variedad de canales
además de la elección de los gobernantes, desde las manifestaciones callejeras
y el desenmascaramiento del comportamiento ilegal de los oficiales públicos
por parte de los reporteros, hasta la presentación de quejas ciudadanas ante los
medios o instituciones como la oficina del ombudsman y el uso de varios meca-
nismos de la democracia directa (Smulovitz y Peruzzotti, 2000, 2002; Altman,
2002).

El resultado de este rico debate merece expresarse cabalmente. No queda
claro si el desarrollo de la noción de rendición de cuentas resuelve el “trade-
off” entre representación y rendición de cuentas que se identifica en la litera-
tura. Sin embargo, al señalar los límites de los mecanismos de rendición de
cuentas centrados exclusivamente en el proceso electoral, este debate ha pro-
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porcionado el fundamento teórico para una expansión de la noción de los de-
rechos políticos de los ciudadanos —un núcleo indiscutible de la teoría de la
democracia— más allá de los derechos identificados en el trabajo clásico de
Marshall (1965) y los ha incorporado en definiciones convencionales del régi-
men político democrático (Dahl, 1971, pp. 3-7; 1989, caps. 8, 9). Más específi-
camente, sugiere que, para poder reflejar las teorías actuales sobre el control
de los políticos, la ciudadanía política debe reconceptualizarse, a fin de incluir
los derechos relacionados con el proceso de la formulación y aprobación de po-
líticas públicas que atañen directamente a la relación entre ciudadanos y go-
bernantes electos, junto con los derechos tradicionales asociados con el proce-
so mediante el cual se constituyen los gobiernos, es decir, aquellos que se
invocan en la mayoría de las definiciones de régimen democrático.

LOS GOBERNANTES ELECTOS Y LA BUROCRACIA DEL ESTADO

Otra relación central de los debates actuales respecto de la calidad de la demo-
cracia es la que existe entre los gobernantes electos y la burocracia del Estado.
Ciertamente, una comprensión completa de la cuestión de la calidad de la de-
mocracia debe ir más allá de la formulación y aprobación de las políticas pú-
blicas, a la implementación de éstas. Sólo así es posible determinar si el gobierno
gobierna para la gente, como la teoría de la democracia insiste que debería ser,
y cerrar el círculo que comienza con las preferencias de los ciudadanos.

Dos perspectivas complementarias sobre el tema ofrecen algunas pistas im-
portantes. La visión propuesta por O’Donnell (1996b, cap. 7, 2001, 2003) dirige
la atención al hecho de que los estados de América Latina no aseguran la vi-
gencia irrestricta del imperio de la ley. Este trabajo ofrece, entre otras cosas,
una descripción vívida de la falta de garantías de derechos civiles, que ayuda a
anclar la discusión y a aclarar lo que está en juego desde una perspectiva nor-
mativa. También presenta de manera convincente el argumento que sostiene
que los estados existentes son una fuente principal del problema de la calidad de
la democracia y que los estados reformados deben ser una parte importante de la
solución a este problema.
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Otra perspectiva, presentada por autores como Przeworski (1999, p. 32) y
Cox y McCubbins (2001, pp. 21-22, 58-61), considera los retos que enfrentan
los gobernantes electos que buscan controlar la burocracia del Estado que im-
plementa las políticas públicas usando un modelo de relación principal-agente
(véase también a Shugart et al., 2003). Existe poca investigación empírica so-
bre América Latina que utilice este modelo (sin embargo, véanse Eaton, 2003,
y Huber y McCarthy, 2003). Además, incluso algunas de las investigaciones
más avanzadas sobre la burocracia que utilizan un modelo de relación princi-
pal-agente pueden considerarse todavía enfocadas, en gran parte, en la formu-
lación y aprobación de políticas públicas, es decir, se interesan más en cómo
se redacta la legislación que en cómo se implementa (véase, por ejemplo, Hu-
ber y Shipan, 2002).16 Sin embargo, al llamar la atención sobre el hecho de que
la implementación de políticas públicas depende de una relación principal-
agente adicional y que los ciudadanos no forman parte de este eslabón de la ca-
dena —en efecto, los ciudadanos están al menos dos pasos removidos del agen-
te final de la política estatal—, este modelo teórico alude fuertemente a la
dificultad de satisfacer el criterio del control del Estado por la ciudadanía que
demanda la teoría de la democracia.

LAS PREFERENCIAS DE LOS POLÍTICOS, LA CAPACIDAD DEL ESTADO

Y EL RÉGIMEN POLÍTICO

No obstante estas pistas, esta agenda de investigación enfrenta algunos retos
importantes. Un esfuerzo para entender la relación entre gobernantes electos
y la burocracia del Estado debe considerar la compleja interacción entre las
preferencias de los gobernantes electos y su capacidad para implementar polí-
ticas públicas. Pero es extremadamente difícil distinguir entre dos posibles inter-
pretaciones de limitaciones en las acciones del Estado: a) que las preferencias
de los políticos reflejan los intereses de los ciudadanos, pero que los políticos
no pueden garantizar los derechos civiles de los ciudadanos debido a la falta de
capacidad estatal, o b) que los políticos realmente no tienen la intención de de-



fender el imperio de la ley y que invocan la falta de capacidad del Estado co-
mo un pretexto conveniente para ocultarle a la ciudadanía sus preferencias
reales. Ciertamente, la evidencia apoya ambas interpretaciones.

Por un lado, existen muchas pruebas de la apreciación poca halagadora que
considera a los políticos como parte del problema y no de la solución. Los po-
líticos dependen de los votantes por motivos electorales obvios, pero dependen
aún más de actores poderosos, ya sean privados o dentro del Estado, que con-
trolan recursos económicos y afectan fuertemente la habilidad de los políticos
para ganar acceso a cargos electivos y perseguir carreras alternativas. El dicho
común “no se puede” —justificado con imperativos técnicos en algunos casos
y con los límites políticos impuestos por los llamados poderes fácticos en otros
casos— podría ser, pues, una excusa para esconder un conflicto de intereses
entre políticos y ciudadanos. Por otro lado, sería irresponsable ignorar la evi-
dencia de que, cuando los políticos actúan como agentes de los ciudadanos e
intentan implementar ciertas políticas, se han topado con una resistencia fuer-
te. Sin duda, el espectro de la ingobernabilidad de arriba hacia abajo es bastante
real. Y las lecciones aprendidas de la experiencia de América Latina durante las
décadas de 1960 y 1970, cuando los intentos para llevar a cabo reformas de-
sencadenaron una dinámica compleja que posteriormente llevó al quiebre de la
democracia en muchos países, siguen siendo un punto crítico de referencia.
Distinguir entre ambas interpretaciones de las acciones o falta de acciones del
Estado es un problema complejo y es poco probable que la construcción de teo-
rías respecto a la calidad de la democracia avance mientras no se resuelva es-
te difícil reto de conceptualización y medición.

Otro asunto relevante para esta agenda de investigación es la importancia
potencial del nivel democrático del régimen político, una cuestión que general-
mente ha sido considerada irrelevante en el debate sobre la calidad de la de-
mocracia. En efecto, tal como mucha de la demás literatura sobre la política
democrática en América Latina, la mayoría de la investigación sobre la calidad de
la democracia ha tomado como punto de partida la idea de que los problemas
relacionados con el régimen político han sido esencialmente resueltos y que la
calidad de la democracia se refiere a un conjunto de nuevos retos políticos, a
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17 La investigación relevante sobre América Latina incluye trabajo sobre las leyes electorales formales
que sesgan el valor del voto e introducen una disyuntiva entre las preferencias electorales y las coaliciones
gobernantes (Snyder y Samuels, 2001). Respecto al papel del dinero en la política electoral, véanse Payne et
al. (2002, cap. 7) y Zovatto (2003). Respecto a los procedimientos informales, véanse O’Donnell (1999b, cap.
9), y Helmke y Levitsky (2003). Sin embargo, en general, carecemos de estudios buenos que vayan más allá
de la manera en que se distorsiona la elección de los gobernantes y que se adentren en el proceso de la for-
mulación de políticas públicas como se hace en la literatura estadunidense, que indaga acerca de la manera
como los miembros de los comités legislativos, las agencias ejecutivas y los grupos de interés, trabajando de
manera concertada, pueden pasar por alto el interés de la ciudadanía y de los legisladores.

asuntos que no se relacionan con la temática de las transiciones a la democra-
cia. Sin embargo, tal suposición, generalmente ligada a una concepción extre-
madamente estrecha del régimen político, es cuestionable. Varios actores se
oponen, de hecho, al imperio de la ley, recurriendo al soborno de los burócra-
tas, los jueces o la policía que, en algunos países, es un medio eficaz y relati-
vamente barato para evitar que las leyes se apliquen de manera equitativa. Sin
embargo, estas estrategias son riesgosas, especialmente cuando es mucho lo
que está en juego. Por tanto, es muy razonable sospechar que estos actores tra-
tarán de conseguir que la propia legislación tenga un sesgo que los favorezca,
influyendo en los procedimientos formales e informales que afectan tanto la
elección a cargos públicos como la manera en que se aprueba la legislación. Sin
duda, existen muchas pruebas de que estas estrategias son comunes en Amé-
rica Latina hoy día y de que actores poderosos, que perciben el imperio de la
ley como algo que perjudica sus intereses, intentan comprar a los legisladores
o romper de otra manera la relación entre los ciudadanos y sus representan-
tes, desvirtuando, en casos extremos, inclusive el proceso básico electoral del
régimen democrático.17 Existen pues, razones importantes para sugerir la exis-
tencia de un efecto indirecto negativo —otro “backward linkage”— mediante
el cual los actores cuyos intereses están en conflicto con la vigencia del impe-
rio de la ley intentan obstaculizar las acciones a las que se oponen, remontán-
dose en la cadena de relaciones principal-agente que vincula a los ciudadanos
con los gobernantes electos y, a su vez, con la burocracia del Estado.

En síntesis, al abordar el problema de la calidad de la democracia, es útil
pensar en términos de una cadena de múltiples eslabones que vinculan a los
ciudadanos, a los tomadores de decisiones gubernamentales y a la burocracia
que implementa las políticas del gobierno, y considerar la manera en la que po-



drían proceder los actores poderosos que desean romper esa cadena. Este marco
conceptual ofrece una forma para ver la cuestión de la calidad de la democra-
cia como algo que gira en torno al asunto del control ciudadano del Estado, per-
mitiendo además desagregar un problema complejo en partes distintas pero co-
nectadas. De esta manera, se evita la separación algo artificial entre el análisis del
régimen democrático, que se entiende como un análisis enfocado en los proce-
dimientos que regulan el acceso al poder (Mazzuca, 2002) y, por consiguiente,
un aspecto crítico de la relación entre los ciudadanos y los gobernantes electos y
el Estado de derecho, que se entiende como la promulgación e implementación
de leyes que tratan a todos los ciudadanos como iguales. En efecto, este marco
conceptual invita a un replanteamiento del régimen político, que apunta a una
revisión de la concepción minimalista del régimen democrático comúnmente
utilizada y llama la atención respecto a la importancia de analizar el vínculo
entre el régimen democrático y el Estado de derecho.18 Asimismo, abre la puerta
a teorías nuevas acerca de las condiciones del equilibrio, así como a las posibili-
dades de cambio, de un sistema concebido en términos más amplios. La pre-
gunta crucial que este análisis sugiere es si los ciudadanos de América Latina
podrán utilizar su voto como un instrumento para lograr las mejoras sumamen-
te necesarias respecto a la rendición de cuentas y el imperio de la ley o si, en
cambio, las deficiencias en las áreas de la rendición de cuentas y el imperio de
la ley tienen paralelos y están reforzadas por deficiencias en cuanto al régimen
democrático y, por tanto, que el sistema actualmente se encuentra en equili-
brio y no es probable que cambie. Sin embargo, ésta es una pregunta empírica
que aún no se ha investigado de manera sistemática.19
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18 O’Donnell (2001, 2003) sugiere que el vínculo entre el régimen democrático y el Estado de derecho
es tal que proporciona la justificación teórica para un concepto ampliado de la democracia que va más allá
del régimen y que abarca el Estado de derecho.

19 Al respecto, Munck (2003, pp. 575-583) ofrece algunos pensamientos decididamente incompletos y
especulativos.



CONCLUSIONES

El presente artículo ha ofrecido un panorama de los nuevos debates y las fron-
teras de la investigación con respecto al estudio de la política democrática en
América Latina. En primer lugar, se consideró el debate sobre las causas insti-
tucionales del “bloqueo” o parálisis gubernamental que surge cuando existe un
impasse en la relación entre el poder ejecutivo y el poder legislativo. Posterior-
mente, se discutió la cuestión de la calidad de la democracia, poniendo énfasis
en la idea de múltiples relaciones principal-agente entre los ciudadanos, los go-
bernantes electos y la burocracia del Estado.

El énfasis que se le ha dado a las contribuciones de una perspectiva institu-
cionalista no quiere decir que no existen desafíos importantes que el análisis
institucionalista debe enfrentar. Los límites de una perspectiva institucionalista
es una cuestión que está empezando a debatirse seriamente. En efecto, des-
pués de muchos años de repetir la frase de que “las instituciones importan” co-
mo si fuese algo evidente, apenas ahora se está prestando atención a una serie
de desafíos metodológicos que deben ser abordados si es que hemos de saber
si las instituciones tienen los efectos que se le atribuyen.20 Pero este debate in-
concluso no le quita importancia a una conclusión ineludible: que la literatura
institucionalista ha hecho contribuciones que deben ser tomadas en cuenta e
incorporadas en cualquier esfuerzo por construir una teoría de la política de-
mocrática en América Latina.

La investigación de la política democrática en América Latina ha avanzado
considerablemente desde los años en que esta región se alejó del autoritarismo
a fines de la década de 1970. Tal como este artículo ha intentado mostrar, es-
ta investigación ha abierto vastas fronteras que ofrecen oportunidades impor-
tantes para profundizar su estudio. Los temas en juego no sólo son de interés
académico. Ciertamente, cuestiones como la calidad de la democracia se mue-
ven actualmente hacia el centro de la atención política de la región. Por consi-
guiente, es urgente que los académicos presten atención a estas cuestiones y
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20 Exploro los límites de una perspectiva institucional del estudio de la política democrática en América
Latina en Munck (2004, pp. 445-450).



utilicen todas sus habilidades teóricas y metodológicas para producir conoci-
mientos que sean accesibles y fácilmente traducibles a consejos útiles desde la
perspectiva del mundo de la política.
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